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ASUNTO A TRATAR 

 
Procede este despacho a pronunciarse sobre la impugnación presentada en contra de la 
sentencia de fecha, octubre siete (07) de Dos Mil Veintiuno (2.021), proferida por el 
JUZGADO VEINTE Y UNO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MULTIPLE DE 
BARRANQUILLA, esta tutela Limpetrada por TERESA DE JESÚS TORRES RODRÍGUEZ, 
en contra de COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. 
 

ANTECEDENTES. 

 

La accionante presento acción de tutela fundada en los siguientes hechos: 
 
1.El 3 de enero de 2021, sufrí un accidente de tránsito a la altura de la carrera 3G con calle 
51, en Barranquilla, Atlántico.  
 
2. Como consecuencia del accidente en mención, al suscrito le diagnosticaron las siguientes 
lesiones: “FRACTURA DE PRIMERA CUÑA DE PIE IZQUIERDO, FRACTURA DE 
SEGUNDA CUÑA DE PIE IZQUIERDO” entre otras, tal como consta en la historia clínica.  
 
3. Los servicios de salud fueron cubiertos por el seguro SOAT administrado por SEGUROS 
MUNDIAL.  
 
4. A raíz del accidente de tránsito del cual fui víctima tengo múltiples limitaciones para  
 desempeñar cualquier actividad productiva.  
 
5. De conformidad con el artículo 142 del Decreto 19 del 2012, a esta Aseguradora  
administradora del SOAT le corresponde calificar la pérdida de capacidad laboral de sus  
asegurados.  
 
6. El día 18 de mayo del 2021 presenté un derecho de petición ante la Compañía accionada 
solicitando la calificación de pérdida de capacidad laboral como consecuencia del accidente 
del cual fui víctima, para lo cual anexé todo mi historial clínico.  
 
8. Hasta la fecha, no he recibido respuesta alguna por parte de MUNDIAL DE SEGUROS.  
 
9. De esta manera, MUNDIAL DE SEGUROS me niega la calificación de pérdida de  
capacidad laboral, aparentemente con la finalidad de evitar el pago de la indemnización por 
incapacidad permanente (Soat) a la que tendría derecho si me fuere reconocido un  
porcentaje de pérdida capacidad laboral, según lo preceptuado en el art. 14 del Decreto 56  
del 2015. 
 
10.La omisión de la Compañía de Seguros accionada viola abiertamente el precedente  
constitucional que ha reiterado sistemáticamente la Corte Constitucional y que rige esta  
materia, en el sentido de que las Aseguradoras que administran el Soat están obligadas  
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jurídicamente a calificar la pérdida de capacidad laboral de sus asegurados.  
... 
 
11. La suscrita no cuenta con un trabajo ni con los recursos económicos necesarios para  
pagar los honorarios anticipados (un salario mínimo legal mensual vigente) que le  
corresponden a la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Atlántico por concepto de 
calificación de pérdida de capacidad laboral. De ahí que, se torna irracional y  
desproporcionado exigirle al tutelante que asuma este valor, en primera medida, por cuanto 
lo que percibo económicamente, a duras penas me alcanza para subsistir y, en segundo 
lugar, porque jurídicamente está resuelto que los honorarios de la Junta de Invalidez deben 
ser cancelados por la Aseguradora que administra el SOAT, por contar esta última con la 
capacidad económica para hacerlo. Al respecto, la línea jurisprudencial de la Corte 
Constitucional tiene establecido que:  
 

DESCARGOS DE LA PARTE ACCIONADA. 
 

La Superintendencia Financiera de Colombia precisó los eventos en los cuales les 
corresponde a las aseguradoras del SOAT el pago de honorarios a las juntas regionales de 
invalidez, mediante el Concepto 2019009983-004 de 2019, se refirió a la obligación que 
recae sobre las aseguradoras del SOAT, de asumir el pago de honorarios a las juntas 
regionales de invalidez y, además, del pago de dichos honorarios. 
 
Para dar respuesta a la anterior cuestión, la Superfinanciera estableció que, según lo 
dispuesto mediante el artículo 2.2.5.1.16 del Decreto 1072 de 2015, los honorarios de las 
juntas de calificación deben ser cancelados por quien solicitó la calificación, razón por la 
cual la compañía aseguradora no tiene la obligación de sufragar dichos gastos. 
 
Además de lo anterior, el inciso segundo del artículo en mención dispone que el único evento 
en el cual corresponde a las compañías de seguros (en este en caso en concreto el SOAT) 
el pago de dichos honorarios tiene lugar cuando la junta regional de invalidez actúe como 
perito por solicitud de dichas compañías. 
 
De otra parte, el ordenamiento legal colombiano le exige a la aseguradora del SOAT que 
soporte debidamente las indemnizaciones a su cargo, lo que conlleva a la demostración por 
parte del interesado de la ocurrencia el siniestro así como la cuantía reclamada, la cual, por 
excelencia en el amparo de INCAPACIDAD PERMANENTE, se determina con el dictamen 
sobre la pérdida de capacidad laboral emanado de la entidad calificadora competente, es 
decir, de la Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones), a las Compañías de 
Fondos de Pensiones o Administradoras de Riesgos Laborales de las Entidades Promotoras 
de Salud E.P.S.,de acuerdo a lo establecido en el artículo 142 del Decreto-ley 019 de 2012. 
 
Es de advertir, que la obligación del asegurador del SOAT se limita al pago indemnizatorio 
a quienes acrediten ser los beneficiarios, en el caso del amparo de incapacidad permanente, 
el de la cuantía establecida de acuerdo con la fecha del evento y el porcentaje de pérdida 
de capacidad laboral que el afectado demuestre haber sufrido por el siniestro; por lo tanto, 
si la víctima del accidente de tránsito no gestiona su calificación ante las precitadas 
entidades y acude a la Junta Regional de Calificación de Invalidez, le corresponderá asumir 
el pago que derive la obtención del dictamen conforme a la carga probatoria que le asiste, 
en concordancia con lo establecido en el artículo 1077 del Código de Comercio. 
 
En cuanto a la inmediatez de la acción de tutela, la Corte Constitucional ha afirmado en 
múltiples oportunidades que de conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, 
esta acciones un mecanismo de protección de carácter residual y subsidiario, que puede 
ser utilizado ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales, de suerte que su 
procedencia está supeditada a que cumpla con el principio de inmediatez, es decir, que se 
interponga en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la 
vulneración. 
 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA. 
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CONCEDE el amparo constitucional, y  ORDENA al representante legal de la COMPAÑÍA 
MUNDIAL DE SEGUROS S.A., dé respuesta de fondo al derecho de petición incoado por 
TERESA DE JESÚS TORRES RODRÍGUEZ en calenda 18 de mayo de 2021, y, proceda,  
a realizar en primera oportunidad el examen de pérdida de capacidad laboral de la señora 
TERESA DE JESÚS TORRES RODRÍGUEZ, ya sea directamente o a través de un 
profesional de la salud externo, o remitiéndola de manera directa ante la Junta Regional de 
Calificación de Invalidez competente para ser calificada en primera instancia, debiendo 
asumir el pago de los honorarios a favor de la respectiva junta. Así mismo en caso de ser 
impugnado el dictamen de pérdida de capacidad laboral proferido por este, deberá asumir 
los honorarios del examen de pérdida de capacidad laboral, de conformidad con lo 
manifestado en la parte motiva del presente proveído. 
 
                                            FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACION. 
 
Con fundamento en lo establecido en el Artículo 31 del Decreto 2591 de 1991, dentro del 
término legal procedemos a IMPUGNAR la sentencia de tutela proferida dentro del radicado 
del asunto. En el caso bajo examen, advertimos que el Accionante no acredita haber 
culminado su proceso de rehabilitación integral y agotado el trámite ante la Entidad 
Promotora de Salud, Fondo de Pensiones o ARL a la cual se encuentre afiliado, hecho que 
le impide acudir directamente a la Junta de Calificación, hecho que deviene en el rechazo 
de la solicitud por parte de la entidad calificadora, nos obstante, el Juez de Primera Instancia, 
ordenó el inicio de este trámite. 
 
Como se puede apreciar, con las órdenes impartidas en la Sentencia de primera instancia 
se modifican los términos de operación de este seguro obligatorio  previstos por el legislador 
y el trámite de calificación de la pérdida de capacidad laboral de las víctimas de  un accidente 
de tránsito, al desconocer que las entidades llamadas a calificar el estado de invalidez en 
primera oportunidad, son las definidas en el Artículo 142 del Decreto 019 de 2012, al 
estipular que es la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES, las 
Administradoras de Riesgos Laborales y las Entidades Promotoras de Salud EPS; más no 
la aseguradora del SOAT.  
  
Solicita  REVOCAR la Sentencia, proferida por el  JUZGADO VEINTIUNO (21) DE 
PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÚLTIPLES DE BARRANQUILLA dentro de 
la acción de tutela del 2021-00795-00consecuencia se exonere de toda responsabilidad a 
Seguros Mundial, por cuanto: 
 
- No estamos quebrantando ningún Derecho IUS Fundamental. 
 
- Las entidades llamadas a calificar el estado de invalidez en primera oportunidad, son las 
definidas en el Artículo 142 del Decreto 019 de 2012 el cual estipula que son la 
Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES, las Administradoras de 
Riesgos Laborales y las Entidades Promotoras de Salud EPS, más no la aseguradora del 
SOAT. 
 
- Se trata de un conflicto de tipo indemnizatorio y de estirpe económica. 
 
- Los mecanismos de defensa que dispone el accionante no han sido utilizados ni ejercidos, 
conforme a las atribuciones y competencias legales, lo que deviene en falta de inmediatez 
de la acción.   
 
- No se demostró el acaecimiento de un perjuicio irremediable o la afectación de mínimo 
vital del accionante 
 
- El accionante no ha culminado con su proceso de rehabilitación integral lo cual le 
impide iniciar el trámite de calificación ante la respectiva Junta. 
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- El Juez de Instancia, dejó de aplicar normas regulan el caso bajo examen al ordenar el 
inicio del proceso de calificación sin que el interesado hubiera suplido los requisitos previos 
señalados por las normas vigentes. 
 
De manera respetuosa le solicitamos, que en el evento de que ratifique la decisión del A-
Quo, se nos informe si estamos facultados para deducir dicha suma del valor resultante de 
la indemnización, o en caso tal, de repetir el pago efectuado ante la AFP, ARL o EPS; lo 
anterior atendiendo lo preceptuado artículo 1079 del Código de Comercio, en el que señala 
que no le es dable al asegurador indemnizar por encima del valor asegurado.  
 
Así mismo, pedimos al señor Juez de Segunda Instancia, que, en subsidio de lo anterior, 
declare la NULIDAD de todo lo actuado por indebida integración del contradictorio, al no 
haber sido vinculada(s) la(s) entidad(es) de la seguridad social competente(s) para calificar 
en primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral al accionante. 
 
 

MARCO JURÍDICO DE LA ACCIÓN DE TUTELA 
 

La Acción de Tutela, consagrada en el artículo 86 de la carta Política, fue instituida para que 
toda persona pueda reclamar ante los jueces, por si misma o por quien actué a nombre de 
otro la protección de sus derechos Constitucionales Fundamentales, cuando quiera que 
estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquiera autoridad. 
Para la procedencia de la Acción es necesario que el afectado no disponga de otro medio 
de defensa para hacer valer sus derechos, salvo que la ejerza como mecanismo transitorio 
para evitar un perjuicio irremediable. 
Es claro que la finalidad ontológica de la Acción es constituirse en un medio de defensa 
inmediato, eficaz y subsidiario de los derechos Constitucionales de naturaleza fundamental 
de toda persona, principio que debe estar siempre en toda interpretación y decisión 
relacionada con ellos y demanda el ejercicio del amparo consagrado en el artículo 86 de la 
Carta Política. 
 

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO. 

Se trata en esta oportunidad de establecer si debe revocarse o no la sentencia de primera 
instancia proferida en fecha siete de octubre de 2021 por el Juzgado veinte y uno (21) de 
pequeñas causas y competencia múltiple de Barranquilla, para lo cual deberá analizarse si 
hubo vulneración de los derechos fundamentales A LA SEGURIDAD SOCIAL, A LA 
SALUD, A LA ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL, AL DERECHO DE 
PETICIÓN, A LA IGUALDAD, A LA DIGNIDAD HUMANA, AL DEBIDO PROCESO, AL 
MÍNIMO VITAL 

 
Manifiesta la corte en la sentencia T 045 de 2013: 

 

Cabe precisar que la regla sobre el pago de honorarios a las Juntas de Calificación de 
Invalidez se aplica para la calificación de cualquier tipo de incapacidad, no solo para 
asuntos laborales, como bien lo señaló la corporación en sentencia T-033 de 2004: “La 
razón para considerar que es inconstitucional que el costo del dictamen sea sufragado por 
el trabajador solicitante, se predica para toda clase de controversias sobre incapacidad”. 
  
Bajo ese entendido, queda claro que según lo señalado por la ley y la jurisprudencia de este 
tribunal, las Juntas de Calificación de Invalidez, tienen derecho a recibir el pago de sus 
honorarios; sin embargo, va en contra del derecho fundamental a la seguridad social exigir 
a los usuarios asumir el costo de los mismos como condición para acceder al servicio, pues 
son las entidades del sistema, ya sea la entidad promotora de salud a la que se encuentre 
afiliado el solicitante, el fondo de pensiones, la administradora o aseguradora, la que 
debe asumir el costo que genere este trámite, para garantizar de manera eficiente el 
servicio requerido. 
 
Según la corporación, es viable exigirles a los afiliados cumplir ciertos requisitos de 
tipo económico o administrativo, pero esto no puede convertirse en un obstáculo para 
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materializar sus derechos, especialmente si se trata de sujetos de especial protección 
constitucional. En ese sentido, precisó que dicha regla aplica frente a todas las controversias 
de calificación de incapacidad y no solo para asuntos laborales. 
 

Con respecto a los puntos argumentados por MUNDIAL DE SEGUROS S.A.  en la 

impugnación y trayendo en referencia la posición de la Corte Constitucional en la 

sentencia 256 de 2019, manifiesta la corte constitucional lo siguiente: 

 

Legitimación en la causa por pasiva: 
  
De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, al igual que el artículo 42 del 
Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela procede en contra de cualquier autoridad pública 
y, excepcionalmente, en contra de particulares (i) encargados de la prestación de un servicio 
público; (ii) cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo; o, (iii) respecto 
de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
  
De igual manera, la Corte Constitucional, a través de su jurisprudencia, ha reiterado que la 
acción de tutela procede contra entidades financieras y aseguradoras, debido a que estas 
empresas desarrollan actividades que son de interés público y, por consiguiente, los 
usuarios se encuentran en un estado de indefensión, pues existe una posición dominante 
frente a ellos. 
  
La intervención del juez constitucional será procedente, cuando se encuentre frente a la 
vulneración de derechos fundamentales, derivada de relaciones de carácter privado, como 
lo son aquellas que se celebran con las entidades financieras y los usuarios, puesto que la 
relación contractual que se origina deniega la posibilidad de negociar y actuar en 
condiciones de igualdad. 
 
Principio de inmediatez de la acción de tutela; 
 
Según la sentencia SU 189 de 2019, manifiesta la corte constitucional lo siguiente: 
 
La jurisprudencia constitucional ha sostenido que la inmediatez es una exigencia 
jurisprudencial que reclama la verificación de una correlación temporal entre la 
solicitud de tutela y el hecho judicial vulnerador de los derechos fundamentales, que 
puede explicarse de la siguiente forma: es improcedente la acción de tutela contra 
actuaciones judiciales cuando el paso del tiempo es tan significativo, que es 
irrazonable y desproporcionado un control constitucional de la actividad judicial por vía 
de la acción de tutela, en este caso existe el peligro de vulneración de los derechos. 
 
En este caso consideramos c 
  
En el caso que nos ocupa, no podría afirmarse que el accionante ha cumplido el presupuesto 
de inmediatez puesto que la tutela fue presentada en 22 de septiembre de 2021, habiendo 
presentado la solicitud de la calificación de la pérdida  de capacidad laboral a la entidad 
accionada en 18 de mayo de 2021, afirmación no desmentida por la compañía de seguros; 
con lo que la tutela fue presentada 4 meses y 4 días después, sin contar el término necesario 
para esperar la respuesta a la petición. Ese término se muestra como razonable para 
interponer la acción de resguardo. 
 
En lo que hace al presupuesto de la subsidiariedad, tenemos que el artículo 86 de la 

Constitución Política señala que la acción de tutela procede en aquellos eventos en donde 

exista una vulneración o posible amenaza de los derechos fundamentales de la persona 

y “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 

que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 

  
La Corte Constitucional, a través de su jurisprudencia, ha reiterado que la acción de tutela 
tiene un carácter residual y excepcional, que no ha sido concebida como un instrumento 
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que busca sustituir los demás medios idóneos de defensa judicial. Por el contrario, la acción 
de tutela busca ser un instrumento que complementa los otros recursos y acciones, en la 
medida en que cubre aquellos espacios que éstos no abarcan o los hacen deficientes. En 
la sentencia T-301 de 2010, la Corte manifestó que: 
  

“Esta Corporación en reiterada jurisprudencia ha indicado que la acción de tutela no 
procede, en principio, para ordenar el reconocimiento de prestaciones derivadas del 
derecho a la seguridad social. El sustento de esta postura radica en el carácter 
subsidiario que el artículo de la Constitución y el numeral 1º del artículo 6 del Decreto 
2591 de 1991 le dieron a la acción de tutela ante la existencia de otros recursos o 
medios de defensa judiciales 
  
Sin embargo, la jurisprudencia constitucional ha establecido dos excepciones a esta 
regla general de improcedencia; la primera de ellas se presenta cuando no existe 
mecanismo de defensa judicial o existiendo, no resulta idóneo ni eficaz para 
lograr la protección inmediata de los derechos fundamentales comprometidos, 
evento en el cual la tutela procede de manera definitiva; y la segunda, cuando el 
accionante está en presencia de un perjuicio irremediable, caso en que se concede 
la acción como mecanismo transitorio. 
  
En el primer caso, para determinar la procedencia excepcional de la acción, el juez 
debe hacer un análisis de la situación particular del actor y establecer si el 
medio de defensa judicial ordinario es lo suficientemente idóneo para proteger 
de manera integral sus derechos fundamentales, ya que, en caso de no serlo, el 
conflicto planteado trasciende del nivel puramente legal para convertirse en un 
problema de carácter constitucional.” 

  
Ahora, es importante reiterar que la jurisprudencia constitucional ha sostenido que, pese a 
la existencia de otro medio de defensa judicial, la acción de tutela es menos rigurosa frente 
a los sujetos de especial protección constitucional, como lo son los niños, las personas de 
la tercera edad, personas en condición de discapacidad, entre otros, por su situación 
de debilidad manifiesta. 
 
El accionante es una persona de especial protección constitucional, porque se encuentra en 

situación de vulnerabilidad lo que llevaría a este despacho a evaluar la procedencia manera 

excepcional de la acción de tutela, esta excepcionalidad se da al revisar la 

ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD 

SOCIAL EN SALUD – ADRES, encontramos que se encuentra afiliada al régimen 

subsidiado en salud como cabeza de familia, según documento adjunto a la tutela, lo que le 

da validez a su afirmación de no contar con recursos económicos y  lo que percibe 

económicamente, a duras penas me alcanza para subsistir. 

 

 En la sentencia 256 del 2019, manifiesta la Corte Constitucional con respecto al derecho a 
la seguridad social, lo siguiente: 
 

La Seguridad Social como derecho fundamental 

  
De la lectura del artículo 48 de la Constitución Política se puede concluir que el derecho a 
la seguridad social tiene una doble connotación. Por un lado, la seguridad social es 
un “servicio público de carácter obligatorio”, cuya dirección, coordinación y control está a 
cargo del Estado y cuya actividad se encuentra sujeta a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad. Por otro lado, la disposición constitucional establece que se 
garantizara a todos los habitantes “el derecho irrenunciable a la seguridad social”. 
  
Con respecto al derecho a la seguridad social en Colombia, la jurisprudencia constitucional 
ha dicho que: 
  

“La seguridad social, concebida como un instituto jurídico de naturaleza dual, esto 
es, que tiene la condición tanto de derecho fundamental, como de servicio público 
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esencial bajo la dirección, coordinación y control del Estado; surge como un 
instrumento a través del cual se le garantiza a las personas el ejercicio de sus 
derechos subjetivos fundamentales cuando se encuentran ante la 
materialización de algún evento o contingencia que mengüe su estado de 
salud, calidad de vida y capacidad económica, o que se constituya en un 
obstáculo para la normal consecución de sus medios mínimos de subsistencia a 
través del trabajo”  

 
La actividad aseguradora y la protección de derechos fundamentales en relación con 
ésta 
  
La Constitución Política reconoce dentro de su artículo 333 la libertad contractual y la 
autonomía privada en materia de contratación. No obstante, dicha autonomía debe 
encontrarse dentro de los límites del bien común y debe atender a “los principios del respeto 
por la dignidad humana, la solidaridad de las personas y la prevalencia del interés general 
sobre el privado, los cuales deben regir en Colombia como Estado Social de Derecho”, de 
conformidad con el artículo 1º de la Constitución Política. 
  
Por su parte, el artículo 335 de la Constitución Política establece que: 
  

“las actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el 
manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos de captación a las que se 
refiere el literal d) del numeral 19 del artículo 150 son de interés público y sólo 
pueden ser ejercidas previa autorización del Estado, conforme a la ley, la cual 
regulará la forma de intervención del Gobierno en estas materias y promoverá la 
democratización del crédito.” (Negrillas fuera del texto original). 

  
Ahora bien, la Corte Constitucional ha sostenido que la Constitución Política no estableció 
que las actividades aseguradoras presten un servicio público, sin embargo, sí ha 
manifestado que dichas aseguradoras traen inmersas un interés público, que propende por 
el bienestar de la comunidad. Es por esta razón, que las conductas que realicen dichos 
establecimientos pueden verse limitadas en su ejercicio “cuando están de por medio valores 
y principios constitucionales, así como la protección de derechos fundamentales, o 
consideraciones de interés general. 
  
Además de esto, este Tribunal Constitucional ha manifestado que la actividad comercial que 
ejercen las compañías de seguros, al ser una actividad de interés público, puede verse 
restringida cuando de por medio se encuentran valores superiores, principios 
constitucionales o derechos fundamentales. 
 
En la sentencia T-517 de 2006, la Corte afirmó que: 
  

“Desde este punto de vista, la regulación jurídica de la actividad de los seguros, 
aun cuando forma parte del derecho privado y del comercial, ofrece aspectos 
que no corresponden exactamente a los principios que caracterizan estos 
ordenamientos. Uno de ellos, y especialmente en cuanto interesa a la materia bajo 
examen, se refiere a la intensidad de la regulación legal de la contratación propia de 
los seguros, que por tratarse de una actividad calificada por el constituyente 
como de interés público, habilita al legislador para regular en mayor grado los 
requisitos y procedimientos a que deben ceñirse los contratantes, sin que ello 
signifique que se eliminen de un todo principio inherente a la contratación privada. 
  
De allí se debe partir: del interés público que reviste la actividad aseguradora, 
cimentado en los fines que como operación económica persigue y en la protección 
de la parte más débil (asegurado y beneficiario) de la relación contractual.” 
  

En esta misma línea, la Corte manifestó en la sentencia T-490 de 2009, que la libertad 
contractual que les fue otorgada a las entidades financieras, no puede ejercerse de manera 
arbitraria: 
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“Es evidente que la propia Constitución prevé que la ley señale un régimen que 
sea compatible con la autonomía de la voluntad privada y el interés público 
proclamado, régimen que no puede anular la iniciativa de las entidades 
encargadas de tales actividades y naturalmente en contrapartida ha de 
reconocerse a éstas una discrecionalidad en el recto sentido de la expresión, es 
decir, sin que los actos de tales entidades puedan responder a la simple 
arbitrariedad. 
  
Lo anterior significa que la actividad transaccional en materia de seguros, por ser 
de interés público se restringe al estar de por medio valores y principios 
constitucionales, como la protección de derechos fundamentales o 
consideraciones de interés general. 
 

Honorarios de los Miembros de las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez 
  
Los integrantes de las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez no reciben salarios 
sino honorarios, que a su vez, serán cubiertos por la entidad de previsión o seguridad social 
a la cual se encuentre afiliado el afectado por invalidez. Por su parte, el Decreto 2463 de 
2001, que reglamenta los artículos 42 y 43 de la Ley 100 de 1993, establece en su artículo 
50, incisos 1º y 2º lo concerniente a quién corresponde cancelar los honorarios de las Juntas 
de Calificación de Invalidez: 
  

“Salvo lo dispuesto en el artículo 44 de la ley 100 de 1993, los honorarios de los 
miembros de las Juntas de Calificación de Invalidez serán pagados por la entidad de 
previsión social, o quien haga sus veces, la administradora, la compañía de 
seguros, el pensionado por invalidez, el aspirante a beneficiario o el empleador. 
  

Por lo tanto y teniendo en consideración la legislación, las sentencias y la posición de 
la corte constitucional en temas como pago de honorarios de las juntas de calificación 
invalidez y los principios de inmediatez y subsidiariedad de la tutela en el caso en 
concreto como el revisado, la responsabilidad de las aseguradoras para pagar el cobro 
de los honorarios de la junta de invalidez queda clara en la parte motiva de esta 
decisión. 
 
La Sentencia C-298 de 2010 declaró inexequible el Decreto Legislativo 074, por medio del 
cual el Gobierno modificó el régimen del Fondo de Seguro Obligatorio de Accidentes de 
Tránsito, toda vez que reglamentaba que para poder acceder a la indemnización por 
incapacidad permanente, quien requería de la valoración por parte de la Junta de 
Calificación de Invalidez debía asumir el costo de los honorarios. 
 
De la misma manera, la Sentencia T-045 de 2013 la Corte Constitucional ha dicho: 

De la misma manera, el Decreto 2463 de 2001 señala que la remuneración de las Juntas 
están a cargo de la entidad de previsión social, la sociedad administradora a la que se 
encuentre afiliado el solicitante, la compañía de seguros, el pensionado por invalidez, 
entre otros, y que si, dado el caso, el interesado es quien asume los costos generados 
por este trámite, tiene derecho a que esos dineros sean reembolsados.1 

Así lo ha entendido la jurisprudencia de esta Corte al señalar: 

“De los anteriores enunciados normativos se colige que los honorarios de los miembros de las 
Juntas Regionales de Calificación de Invalidez y los de la Junta Nacional de Calificación de 
Invalidez serán pagados, en todo caso, por la entidad de previsión o seguridad social o la sociedad 
administradora a la que esté afiliado el solicitante. Por lo tanto, según la Ley 100 de 1993, no 

                                                           

1 Decreto 2463 de 2011, artículo 5º incisos 1º y 2º. 
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resulta conducente obligar a los ciudadanos a sufragar dichos costos o suspender el trámite del 
dictamen por dicho concepto.  

5. La regla jurisprudencial que se configuró desde entonces es que no es el empleado quien debe 
asumir el pago de los honorarios de tales juntas. El artículo 42 de la Ley 100 de 1993 señala que 
ello corresponde a la entidad de previsión o seguridad social o la sociedad administradora del 
caso. Este criterio ha sido reiterado por la Corte Constitucional en sede de tutela”2.  

Cabe precisar que la regla sobre el pago de honorarios a las Juntas de Calificación 
de Invalidez, se aplica para la calificación de cualquier tipo de incapacidad, no solo 
para asuntos laborales, como bien lo señaló la corporación en sentencia T-033 de 2004: 
“La razón para considerar que es inconstitucional que el costo del dictamen sea sufragado por 
el trabajador solicitante,  se predica para toda clase de controversias sobre incapacidad”. 
 
Bajo ese entendido, queda claro que según lo señalado por la ley y la jurisprudencia 
de este tribunal, las Juntas de Calificación de Invalidez, tienen derecho a recibir el pago 
de sus honorarios; sin embargo, va en contra del derecho fundamental a la seguridad 
social exigir a los usuarios asumir el costo de los mismos como condición para acceder 
al servicio, pues son las entidades del sistema, ya sea la entidad promotora de salud a 
la que se encuentre afiliado el solicitante, el fondo de pensiones, la administradora o 
aseguradora, la que debe asumir el costo que genere este trámite, para garantizar de 
manera eficiente el servicio requerido. (Resaltes del Juzgado) 
 

Por demás, en sentencia T 076 de 2019 la Corte Constitucional determina que la compañía 
de seguros está obligada a calificar y si no lo hace debe correr con los costos para que haga 
la junta de calificación proceda a ello. 

 
En base a esto, los honorarios de la Junta de Calificación de Invalidez estarán a cargo de 
la entidad Administradora del Fondo de Pensiones o la Administradora de riesgos laborales, 
como se expuso, la jurisprudencia de dicha Corporación dispone, bajo el mismo criterio, que 
las aseguradoras también podrán asumir el pago de los honorarios de las Juntas de 
Calificación de Invalidez. 
 
Por esto, no es aceptable la petición del impugnante de deducir las sumas a erogar por este 
concepto del valor de la indemnización; es la misma norma y la jurisprudencia la que 
establecen la obligación a  cargo de la compañía aseguradora. Por ello, tampoco hay lugar 
a declarar nulidad alguna o a integrar contradictorio con entidades de seguridad social, pues 
se repite, la obligación de realizar la valoración o cancelar el costo de la misma pro parte de 
la junta de calificaciónr cofre a cargo de la compañía de seguros. 
 
De manera respetuosa le solicitamos, que en el evento de que ratifique la decisión del A-
Quo, se nos informe si estamos facultados para deducir dicha suma del valor resultante de 
la indemnización, o en caso tal, de repetir el pago efectuado ante la AFP, ARL o EPS; lo 
anterior atendiendo lo preceptuado artículo 1079 del Código de Comercio, en el que señala 
que no le es dable al asegurador indemnizar por encima del valor asegurado.  
 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE 

BARRANQUILLA, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la 

Constitución. 

 

R E S U E L V E 

 

                                                           

2 Sentencia T-208 de 2010. Ver  entre otras Sentencia T-236A-02. 
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PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de fecha octubre 07 de 2021, proferido por el JUZGADO 
VEINTE Y UNO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MULTIPLE DE 
BARRANQUILLA. 
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE, por el medio más expedito, a las partes intervinientes, la 
presente decisión, de conformidad al Art. 30 del Decreto 2591 de 1991. 
 
TERCERO. REMITIR la presente acción de tutela a la CORTE CONSTITUCIONAL, para su 

eventual revisión. 

 
 

NOTIFÍQUESE   Y   CÚMPLASE. 
 
 

Firmado Por: 
 

Javier  Velasquez 
Juez Circuito 

Juzgado De Circuito 
Civil 004 

Barranquilla - Atlantico 
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